
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y DEROGAN 

DIVERSAS DISPOSICIONES DELA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS 

DEL SECTOR PÚBLICO. 

Quien suscribe, ELIZABETH OSWELIA YÁÑEZ ROBLES, diputada de la LXII Legislatura, integrante del 

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II y 

73, fracción XXX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta asamblea, la presente iniciativa con 

Proyecto de Decreto por el que se reforman y derogan diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios del Sector Público, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

El Estado Mexicano tiene como una de sus principales tareas la mejora y óptimo aprovechamiento de los recursos 

públicos para ser empleados conforme con los criterios establecidos en el artículo 134 de nuestra Carta Magna. Es 

responsabilidad ineludible de este Honorable Congreso de la Unión contribuir en lo necesario para garantizar que 

el monto de los recursos que se destinan para la adquisición, arrendamiento o contratación de servicios de la 

Administración Pública Federal se realice atendiendo a las mejores prácticas, respetando los criterios de eficiencia, 

eficacia, economía, transparencia, honradez e imparcialidad. 

En los últimos años, las contrataciones que realiza el Gobierno Federal han incorporado nuevas formas de comprar. 

Las modificaciones a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público (LAASSP) que se 

realizaron en 2009, han generado formas innovadoras para el aprovechamiento de los recursos destinados a las 

contrataciones públicas, que representan hasta 40% del Presupuesto de Egresos de la Federación y 7% del Producto 

Interno Bruto. Este ingente recurso, que para dos mil trece ronda los 800 mil millones de pesos, debe emplearse 

con responsabilidad y visión de futuro para que su uso represente una opción adicional para el crecimiento 

económico del país. 

Uno de los rubros en los que nuestro país debe poner el máximo acento es la gobernanza. Ante este escenario 

resulta necesario emplear todos los recursos que nos ofrece la tecnología para que la administración pública se 

beneficie de la capacidad de las tecnologías de la información y comunicación (TIC) para fortalecer la calidad, la 

transparencia y la eficiencia del gobierno. El Gobierno de la República se ha comprometido con la adopción de las 

TIC en favor de la consolidación de las reformas emprendidas en rubros como el educativo, el de la salud y el de 

las telecomunicaciones. 

El empleo de las TIC reduce esfuerzos y optimiza el uso de los recursos en un escenario económicos como el 

actual, en el que una planeación adecuada, una ejecución óptima y una evaluación pertinente, posibilitan prestar 

mejores servicios tanto transversal como verticalmente a lo largo de toda la Administración Pública, incidiendo 

positivamente en la eliminación de riesgos derivados de una mala ejecución del gasto. La Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económico señala en su agenda estratégica para México (Getting it Right 2012) la 

importancia de maximizar estratégicamente los beneficios de las inversiones previas en Gobierno Electrónico. 

En ese documento se establece que las adquisiciones públicas son susceptibles al desperdicio, al fraude y 

corrupción debido a su complejidad, a la magnitud de los flujos financieros que generan y la cercana interacción 

entre los sectores público y privado, por lo que se propone que las adquisiciones se reformen para vigorizar la 

confianza y la credibilidad en la forma en que contrata el Gobierno Mexicano. Ello permitirá la reducción de 

costos, el fortalecimiento de la eficiencia administrativa y el mejoramiento de la prestación de servicios. Una 

herramienta para lograrlo son las contrataciones electrónicas. 

Por otra parte, la OCDE también ha señalado que el Estado obtendría grandes ventajas si se diera prioridad al uso 

de procedimientos remotos en las contrataciones públicas, y éstos fueran la regla general. Con esta medida se 

reducirían, por ejemplo, los riesgos de colusión entre proveedores y se eliminarían espacios de oportunidad a la 



corrupción y comunicación entre compradores y proveedores. La OCDE afirma que el empleo de medios remotos 

puede suponer importantes ahorros y mejoras en la eficiencia para el Gobierno. 

La colusión deriva en mayores precios que paga el Gobierno por los bienes y servicios que adquiere. Surge cuando 

dos o más oferentes establecen acuerdos privados para incidir en la determinación del precio del productor 

requerido, para determinar las fechas y formas de provisión y/o cuando de forma coordinada afectan la calidad del 

producto o servicio mediante prácticas de simulación, de abstención o de presentación de posturas, entre otras, 

conviniendo previamente sobre quién será el ganador del procedimiento. 

Al respecto, la OCDE ha identificado prácticas específicas descritas en sus Lineamientos del Comité de 

Competencia para combatir la colusión entre oferentes en licitaciones públicas, donde se estipulan las mejores 

prácticas para combatir la colusión en los procesos de licitación pública. Como resultado, se generó una lista de 

verificación relativa a la mejor manera de diseñar procesos de contratación pública orientados a inhibir esta 

perniciosa práctica, en donde podemos encontrar, por ejemplo, la recomendación de definir el proceso de licitación 

para reducir de manera efectiva la comunicación entre los licitantes. El uso de medios remotos en las 

contrataciones públicas contribuye decididamente a hacer realidad esta recomendación. 

En este contexto y considerando la importancia de las observaciones de la OCDE con respecto a las bondades del 

uso de las TIC en las contrataciones de Gobierno, la definición que hace el Libro Verde de la Comisión de 

Contratación Electrónica de la Asociación Nacional de Empresas de Internet de España, con respecto a la 

generalización de las TIC en la contratación pública electrónica en la Unión Europea, en donde se define a la 

Contratación Electrónica como un término general utilizado para designar la sustitución de los procedimientos 

basados en soporte de papel por el tratamiento y la comunicación mediante TIC a lo largo de toda la cadena de la 

contratación pública. Supone la introducción de procedimientos electrónicos para sustentar las distintas fases del 

proceso de contratación, y conceptualiza la contratación pública electrónica como un elemento fundamental para 

alcanzar la eficiencia en los procesos de abastecimiento público y lograr los ahorros de costos derivados de su uso. 

Los objetivos de esta iniciativa, al establecer que todos los procesos de licitación que se realicen al amparo de la 

LAASSP sean realizados en forma 100% electrónica, es contribuir a la modernización de la forma en que se 

contrata en el país, alinear los procedimientos de contratación con las mejores prácticas internacionales y contribuir 

a la máxima publicidad y transparencia que deben regir todos las compras que realizan el Estado.Esta iniciativa 

propone que el uso del Sistema Electrónico de Información Pública Gubernamental sobre Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios, CompraNetse generalice para brindar ala sociedad mayor seguridad con respecto a la 

forma en que se emplean sus contribuciones y ser el único medio para realizar licitaciones públicas, eliminando 

con ello formas de contratación obsoletas como las modalidades presencial y mixta. 

El uso de CompraNet proporciona herramientas adicionales para evaluar los procesos de adquisición. El uso de los 

medios remotos que nos proveen las actuales tecnologías de información, transparenta los procedimientos, 

haciéndolos más competitivos. De los datos incorporados en CompraNet para el año 2012, se identifica que de un 

total de 133,177 procedimientos, únicamente 15% se realizaron en forma totalmente electrónica, lo que representa 

una enorme área de oportunidad para incentivar la competencia y lograr mejores condiciones, toda vez que también 

ha sido posible identificar que cuando los procedimientos son convocados en forma electrónica, la participación de 

licitantes duplica la observada en procedimientos presenciales. 

El uso de TIC en las contrataciones públicas no es privativo de las dependencias y entidades de mayor tamaño, ni 

restringe las operaciones de las de menor tamaño. En 2012 se identificaron dependencias como el Centro Nacional 

de Metrología, que consistentemente realizó procedimientos electrónicos. Otro caso a destacar es el del Servicio 

Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, que realizó más de 250 procedimientos totalmente 

electrónicos. En contraste, Dependencias de mayor tamaño, como la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, 

realizó 1,935 procedimientos presenciales y solamente 73 procedimientos de contratación fueron realizados en 

forma electrónica. 



Considerado lo anterior, someto a la consideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto 

de: 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES 

LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los artículos 26, 26 Bis, 27, 29 fraccionesVI, VII, VIII, 33 Bis, 34, 37, 37 Bis, 

43 fracción II y deroga la fracción II del artículo 35 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 

Sector Público, para quedar como sigue: 

Artículo 26. Las dependencias y entidades seleccionarán de entre los procedimientos que a continuación se 

señalan, aquél que de acuerdo con la naturaleza de la contratación asegure al Estado las mejores condiciones 

disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes: 

I. a III.… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

(SE ELIMINA EL PENÚLTIMO PÁRRAFO) 

… 

Artículo 26 Bis. La licitación pública y la invitación a cuando menos tres personas deberán realizarse por 

medios electrónicos, por lo cual exclusivamente se permitirá la participación de los licitantes e invitados a 

través de CompraNet, se utilizarán medios de identificación electrónica y las comunicaciones producirán los 

efectos que señala el artículo 27 de esta Ley. 

La o las juntas de aclaraciones, el acto de presentación y apertura de proposiciones y el acto de  fallo, sólo se 

realizarán a través de CompraNet y sin la presencia de los licitantes ni invitados en dichos actos. 

Artículo 27. Las licitaciones públicas y la invitación a cuando menos tres personas, deberán llevarse a cabo a 

través de medios electrónicos, conforme a las disposiciones administrativas que emita la Secretaría de la Función 

Pública; las unidades administrativas estarán obligadas a realizar todos sus procedimientos de licitación o de 

invitación a cuando menos tres personas, mediante dicha vía, salvo aquéllos casos que se justifiquen y sean 

autorizados previamente por la Secretaría de la Función Pública. 

En los casos de excepción a los que se refiere el párrafo anterior, la o las juntas de aclaraciones, el acto de 

presentación y apertura de proposiciones y el acto de fallo, se realizarán de manera presencial, a los cuales 



podrán asistir los licitantes o invitados, sin perjuicio de que el fallo pueda notificarse por escrito conforme a 

lo dispuesto por el artículo 37 de esta Ley. 

La Secretaría de la Función Pública operará y se encargará del sistema de certificación de los medios  de 

identificación electrónica que utilicen las dependencias, entidades o los licitantes y será responsable de  ejercer el 

control de estos medios, salvaguardando la confidencialidad de la información que se remita por  esta vía. 

La Secretaría de la Función Pública podrá aceptar la certificación o identificación electrónica que  otorguen las 

dependencias y entidades, las entidades federativas, municipios y los entes públicos de unas  y otros, así como 

terceros facultados por autoridad competente en la materia, cuando los sistemas de  certificación empleados se 

ajusten a las disposiciones que emita la Secretaría de la Función Pública. 

El sobre que contenga la proposición de los licitantes deberá enviarse a través de CompraNet. 

Las proposiciones presentadas deberán ser firmadas electrónicamente por los licitantes o sus apoderados; se 

emplearán medios de identificación electrónica, los cuales producirán los mismos efectos que las leyes otorgan a 

los documentos correspondientes y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 

Artículo 29.La convocatoria a la licitación pública, en la cual se establecerán las bases en que se desarrollará el 

procedimiento y en las cuales se describirán los requisitos de participación, deberá contener: 

I. a V. … 

VI. El señalamiento de que para intervenir en el acto de presentación y apertura de proposiciones, bastará que los 

licitantes presenten, a través de CompraNet,un escrito en el que manifiesten, bajo protesta de decir verdad, que 

cuentan con facultades suficientes para comprometerse por sí o por su representada, sin que resulte necesario 

acreditar su personalidad jurídica; 

VII. La forma en que los licitantes deberán acreditar su existencia legal y personalidad jurídica, para efectos de la 

suscripción de las proposiciones, y, en su caso, firma del contrato. Asimismo, la indicación de que el licitante 

deberá proporcionar una dirección de correo electrónico; 

VIII.Precisar que será requisito el que los licitantes entreguen junto con la proposición, un escrito en el que 

declaren, bajo protesta de decir verdad, de no encontrarse en alguno de los supuestos establecidos por los artículos 

50 y 60 penúltimo párrafo, de esta Ley; 

IX. a XVI. … 

… 

… 

… 

Artículo 33 Bis. Para la junta de aclaraciones se considerará lo siguiente: 

… 

… 

Las solicitudes de aclaración, deberán enviarse a través de CompraNet a más tardar veinticuatro horas antes de la 

fecha y hora  en que se vaya a realizar la junta de aclaraciones. 



… 

… 

Artículo 34. La entrega de proposiciones se hará en sobre cerrado que contendrá la oferta técnica y económica, y 

serán presentadas a través de CompraNet. Los sobres serán generados mediante el uso de tecnologías que 

resguarden la confidencialidad de la información de tal forma que sean inviolables, conforme a las disposiciones 

técnicas que al efecto establezca la Secretaría de la Función Pública. 

… 

… 

… 

… 

… 

(SE ELIMINA ÚLTIMO PÁRRAFO) 

Artículo 35. El acto de presentación y apertura de proposiciones se llevará a cabo en el día y hora previstos en la 

convocatoria a la licitación, conforme a lo siguiente: 

I.…      

II. SE DEROGA 

III.… 

… 

Artículo 37. La convocante emitirá un fallo, el cual deberá contener lo siguiente: 

I. a VI. … 

… 

… 

El contenido del fallo se difundirá a través de CompraNet el mismo día en que se emita. A todos los licitantes 

se les enviará por correo electrónico un aviso informándoles que el acta del fallo se encuentra a su 

disposición en CompraNet. 

(SE ELIMINA EL QUINTO PÁRRAFO) 

… 

… 

… 



… 

Artículo 37 Bis. El titular del área responsable del procedimiento dejará constancia en el expediente de la 

licitación, de la fecha y hora en que se hayan publicado en CompraNet las actas de las juntas de aclaraciones y 

del acto de presentación y apertura de proposiciones. 

… 

Artículo 43. El procedimiento de invitación a cuando menos tres personas se sujetará a lo siguiente: 

I.  … 

II.        El acto de presentación y apertura de proposiciones deberá hacerse a través de CompraNet. 

III. a V. … 

… 

Transitorios 

Primero.El presente decreto entrará en vigor a los 90 días hábiles después de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

Segundo.La Secretaría de la Función Pública contará con un plazo de 90 días hábiles a partir de la publicación del 

presente decreto en el Diario Oficial de la Federación, para efectuar las modificaciones necesarias al Reglamento 

de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y demás disposiciones administrativas, 

a efecto de hacerlo compatible con lo dispuesto en el presente decreto. 

Tercero. Los sujetos obligados a los que se refiere el artículo 1 de la presente Ley, y la Secretaría de la Función 

Pública, contarán con un plazo de 90 días hábiles a partir de la publicación del presente decreto en el Diario Oficial 

de la Federación, para realizar las acciones necesarias que permitan el correcto funcionamiento del procedimiento 

de contratación por medios electrónicos. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de julio de 2014. 

DIPUTADA: ELIZABETH OSWELIA YÁÑEZ ROBLES 

 


